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ORDENANZA N° 1512-CM-05

DESCRIPCION SINTETICA: PROHIBICION ACTIVIDAD MINERA DE PRIMERA CATEGORIA.

ANTECEDENTES

Artículo 41 de la Constitución Nacional.

Constitución de la Provincia Río Negro, artículos 70, 84, 225 y 229. 

Carta Orgánica  Municipal, artículo 2º, 7, inc. 7, 9 y 10, Art. 63°.
Código de Minería de la Nación (Ley 1.919 - Texto Ordenado por Decreto 456/97).

Código Civil, artículos 1071, 2514, 2618 y concordantes. 

Ley Nacional 22.351, de Parques Nacionales, artículo 5, inc. b). 
Ley Provincial 2871 (Código de Procedimiento Minero de la Provincia de Río Negro). 

Ley Provincial 3266, de Impacto Ambiental, artículo 2, inc. c).

Declaración de la Pastoral Social de Bariloche, firmada por el Obispo Diocesano Fernando Maletti, sobre la Minería del Oro a Cielo Abierto con Cianuro, que fuera presentada en la Mesa de Diálogo desarrollada en la localidad de Ingeniero Jacobacci y que es avalada por la Vicaría de la Fraternidad del Obispado de Viedma y el Departamento de Pastoral Social de la Diócesis del Alto Valle de Río Negro.

FUNDAMENTOS

Los reclamos de la comunidad de Esquel, de Ingeniero Jacobacci y de la Línea Sur, ponen en evidencia la problemática ambiental, social y cultural que implicaría para nuestras comunidades la explotación de ciertos minerales incluidos en la descripción del artículo 3º del Código de Minería como correspondientes a la  primera categoría; para cuya extracción se utilizan determinadas sustancias como el cianuro y el mercurio u otros contaminantes químicos o procedimientos que provocan gravísimas consecuencias para el medio ambiente y la salud de la población.

En nuestra localidad el problema no se circunscribe exclusivamente a la contaminación directa o indirecta que producen las sustancias o procedimientos  utilizados para la extracción, sino al impacto ambiental y económico que la actividad minera a gran escala tiene en sí misma.

Nuestra ciudad tiene asentada su economía sustancialmente sobre la actividad turística, consecuencia de la atracción paisajista que tiene el entorno en el cual está implantada. Esto es una realidad que no se discute, porque no cabe duda que el turista visita Bariloche por la belleza del paisaje, y accede a nuestra ciudad para disfrutar del mismo. 

Es allí donde la explotación minera de primera categoría en gran escala o con utilización de sustancias o procedimientos contaminantes, colisiona de lleno con la sustentabilidad económica de la ciudad, porque no puede negarse que aún con todos los recaudos que se puedan tomar para minimizar el impacto que produce este tipo de explotación minera,  genera de por sí un deterioro del paisaje, que como dijimos anteriormente pone en peligro la fuente principal de recursos para nuestra localidad. 

En materia ambiental y entrando en el marco normativo nacional, vemos que el artículo 41 de la Constitución Nacional reformada en el año 1994 expresa que “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales. Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales. Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos”.

Antes de la reforma constitucional de 1994 se entendía que la cuestión ambiental era un área de competencia concurrente del Estado Federal y las provincias. Así lo  sostenía  Marienhoff, interpretando que debía aplicarse la denominada "cláusula del bienestar general" contenida en el inc. 16 del art. 67 de la Constitución Nacional. (Marienhoff, Miguel S., Expropiación y urbanismo, La Ley 1981-C, ps.910 y ss.).
Con el cambio introducido en la Constitución en el dictado del art. 41, se ha invertido el esquema anteriormente vigente. La legislación federal se limita a  normas que contengan los presupuestos mínimos comunes para todo el país (Natale, Alberto, "Protección del medio ambiente en la reforma constitucional", La Ley, diario del 22.12.94).
En este sentido la misma Corte Suprema de la Nación ha dicho que “...corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, como asimismo valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido...”(CS, mayo 16, 1995 "Roca, Magdalena c. Buenos Aires, Provincia de s/inconstitucionalidad" El derecho, T. 164, pag. 726).
La Corte mantiene así una línea tradicional que reserva en  la órbita de las autoridades locales la tarea y el derecho de resolver las cuestiones propias del denominado "derecho público local", lo que se confirma con la presencia de la nueva cláusula constitucional de deslinde de competencias en materia ambiental. (Publicación: GERENCIA AMBIENTAL, 1 de diciembre de 1996, THIBAUD, LEVIS Y ASOCIADOS).

Nosotros entendemos que el término autoridades locales incluye el ámbito municipal. Sustentamos esta afirmación en las previsiones constitucionales de nuestra  Provincia en materia de organización municipal.

Por ejemplo el artículo 225  de la Constitución de la Provincia Río Negro: “reconoce la existencia del Municipio como una comunidad natural, célula originaria y fundamental de la organización política e institucional de la sociedad fundada en la convivencia. Asegurando el régimen municipal basado en su autonomía política, administrativa y económica...”, estableciendo que “La Provincia no puede vulnerar la autonomía municipal consagrada en esta Constitución y, en caso de superposición o normativa contradictoria inferior a la Constitución, prevalece la legislación del Municipio en materia específicamente comunal”. 

De igual manera el artículo 229 de la Constitución Provincial establece que son facultades y deberes de los municipios:  “9. Participa activamente en las áreas de salud, educación y vivienda; y en los organismos de similar finalidad y otros de interés municipal dentro de su jurisdicción y en los de competencia regional y provincial. 15. Ejerce el poder de policía e impone sanciones en materias de su competencia. 17. Las necesarias para poner en ejercicio las enumeradas y las referidas a su propia organización y funcionamiento”.
San Carlos de Bariloche en su Carta Orgánica Municipal  ha receptado estos principios estableciendo la autonomía municipal en el ejercicio de sus funciones políticas, administrativas y financieras, gozando de personería jurídica constitucional (Art. 2º C.O.M.).

Es así que entre los deberes y atribuciones municipales previstos en el Art 7º  inc. 7) se establece  “Asegurar en todas sus formas el derecho de los habitantes a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, manteniendo y protegiendo el sistema ecológico y el paisaje mediante el uso racional de los recursos naturales”. 

El inc. 10) del mismo artículo prevé “Asegurar la provisión de agua potable a toda la población, conviniendo con las reparticiones responsables de las cabeceras y cursos de arroyos, ríos y lagos, las medidas apropiadas para evitar su contaminación”. 

El Régimen Urbanístico Municipal regulado en el Art. 63°) de la C.O.M. establece que “El Plan Director, que define la política urbanística municipal, preservará el entorno ecológico y mantendrá la armonía con el planeamiento provincial y de la región...”.

La normativa precedentemente citada nos da la pauta de la legítima atribución municipal para proteger su sistema ecológico y el paisaje –que representa su principal fuente económica- mediante el uso racional de los recursos naturales, pudiendo llegar incluso a la restricción total de determinada explotación de dichos recursos, cuando ésta resulta perjudicial para el medio ambiente y el entorno natural.

Se suma a todo lo dicho, como un elemento de apoyo a esta iniciativa, el hecho de que Bariloche no puede ser ajeno al marco legal del ámbito geográfico en el que se encuentra inserto, ya que su ejido urbano está instalado en el centro del Parque Nacional Nahuel Huapi y la Ley Nacional 22351 que regula a los Parques Nacionales establece en su Artículo 5 inc. b) que “en los parques nacionales queda prohibido (...) la exploración y explotación mineras”.


Continuando con esta línea de pensamiento el  art.  70 de la Constitución de la Provincia de Río Negro prioriza  el uso racional y la preservación de los recursos naturales contemplando explícitamente  las necesidades locales y la preservación de la ecología. Son estas necesidades locales y ecológicas con las que intentamos responder a través de este proyecto.

Ahora bien, si nos adentramos en la normativa minera ya sea nacional (Ley 1.919 – T. O. Decreto 456/97) como provincial (Ley 2871), veremos que aparentemente existiría una colisión entre la facultad del derecho municipal de reglamentar su medio ambiente respecto de los derechos mineros, pero esta aparente colisión, tal como hemos arriba descripto, debe resolverse sin dudas a favor del derecho y deber constitucional de preservación medioambiental y de la autonomía municipal para  reglamentar en este sentido.

La facultad prevista en el Código de Minería Nacional para que los particulares puedan buscar, aprovechar y disponer de las minas como dueños, constituye un derecho de propiedad que nuestro sistema jurídico sujeta al ejercicio no abusivo del mismo y a la exigencia legal de un uso regular (arts. 1071, 2514, 2618 y concordantes del Código Civil), y  que por otro lado el derecho ambiental, que también tiene raigambre constitucional, consagra como principio que “no existe libertad para contaminar”, en tanto y en cuanto “no hay libertad para dañar el ambiente ajeno ni para restringir la libertad que tiene todo individuo de usar y gozar el ambiente” (VALLS, Mario F., “Instrumentos Jurídicos para una Política Ambiental”, J.A., 1996-IV-955).

Es claro entonces el derecho y la competencia del Municipio de San Carlos de Bariloche de reglamentar los aspectos atinentes a la  protección ambiental y paisajística, asegurando en todas sus formas el derecho de los habitantes a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, manteniendo y protegiendo el sistema ecológico y el paisaje mediante el uso racional de los recursos naturales en el contexto geográfico-ambiental en el que el Municipio se encuentra inserto, en un todo de acuerdo a lo establecido en la Carta Orgánica Municipal, la Constitución Provincial y la Constitución Nacional.

En nuestra localidad distintas instituciones se pronunciaron sobre la problemática que genera este tipo de extracciones mineras en el medio ambiente, tal es el caso de la Pastoral Social de la Diócesis de Bariloche que realizó un pormenorizado documento, con el soporte técnico correspondiente que alerta sobre la problemática que genera la actividad minera de primera categoría, particularmente en el uso del Cianuro y del Mercurio. 

Entre las principales razones, que el Departamento de Pastoral Social advierte en el  documento “La Minería del Oro a Cielo Abierto utilizando la lixiviación con Cianuro”, se encuentra que:

“Los Drenajes Ácidos de las Minas (DAM) son el principal impacto ambiental negativo de la tecnología en cuestión, ya que el cianuro disuelve no sólo el oro sino un número importante de otros metales contenidos en las rocas (muchos de ellos muy dañinos y no biodegradables, como, por ejemplo, el arsénico o el cadmio) que pueden permanecer muchos años afectando gravemente aguas, suelos, flora y fauna. Este DAM potencia el drenaje natural que las lluvias, nieve y la erosión provocan sobre las rocas. Es que en el caso del DAM la roca es un polvo y en el segundo un cuerpo sólido con masa concentrada”.

“Para elaborar las soluciones de cianuro de sodio, aunque se utilicen en circuito cerrado, es necesario emplear mucho agua, y el Código de Minería en sus artículos 146 y 147 privilegia las necesidades de las actividades mineras y de la bebida del ganado, en el caso en que el uso del agua afecte los requerimientos del propietario del suelo. Como el agua no sobra en la Línea Sur, seguramente se generarán conflictos entre las empresas mineras y los productores ganaderos y agrícolas”.

“Los compuestos resultantes de la acción de la solución de cianuro de sodio sobre las rocas pulverizadas, una vez extraído el oro de la sal de cianuro, no son siempre naturalmente degradables. Se necesita que el medio acuoso tenga un pH cercano a 7 (o sea neutro) y para ello los mineros suelen agregar cal a la solución de sales de cianuro, una vez extraído el oro, pero la cal suele contener estroncio, que reemplaza al calcio en los huesos. Asimismo, las condiciones de la degradación natural de los compuestos de cianuro son: medio neutro, en cuanto a la acidez, y luz y oxígeno abundantes que no siempre se dan en las condiciones de la naturaleza en los parajes de la Línea Sur”.

“De encontrarse metales en la carne de los animales (vacunos, bovinos) destinados a la exportación, por ejemplo hacia la Unión Europea, se destruiría una vía de comercialización muy importante con el consiguiente perjuicio para los productores de la región. Esta eventualidad llevó a que la Benetton creara una empresa minera con la finalidad, según sus propias declaraciones, de salvaguardar la actividad ganadera en sus tierras. Es decir, que solicitaría permisos de cateo en sus tierras para impedir el ingreso de empresas mineras”.

“Está demostrado y aceptado por los mineros del oro a cielo abierto con cianuro el efecto pernicioso de los relaves (materiales de descarte provenientes del proceso de concentración de los minerales, formados por una suspensión acuosa de fragmentos de rocas previamente sometidas a molienda y que contienen diversas substancias altamente tóxicas) sobre los peces (particularmente los salmones y las truchas son muy sensibles) y sobre las aves. Es que por más que se cubran los relaves con geomembranas al final de la explotación, siempre es posible el drenaje de líquidos conteniendo metales que contaminen el suelo y las aguas (¿ acaso no podría contaminarse así la laguna de Carilaufquen?). También es reconocida, por las mineras, la peligrosidad del manejo del cianuro de sodio y por eso los operadores deben usar guantes y máscaras especiales y deben colocarse sistemas de alarma ante posibles pérdidas o derrames”.

Para concluir, entendemos que una cultura meramente extractiva de los recursos que la naturaleza nos ha brindado, con procedimientos y/o sustancias altamente contaminantes y nocivos para la salud, y con el evidente impacto que se genera en el paisaje y el entorno natural, constituye una política irracional y directamente contraria al verdadero desarrollo económico y social de nuestra ciudad.
AUTORES: Concejales Diego Breide (Encuentro) e Irma Haneck (U.C.R.). 
COLABORADOR: Sr. José Pisani.

El proyecto original Nº 315/04, con las modificaciones introducidas, fue aprobado en la sesión del día 30 de junio de 2005, según consta en el Acta Nº 848/05. Por ello, en ejercicio de las atribuciones que le otorga el Art. 17 de la Carta Orgánica Municipal,

EL CONCEJO MUNICIPAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE

SANCIONA CON CARÁCTER DE 

ORDENANZA

	Art.  1°) 
	Se prohíbe en el ejido urbano de la ciudad de San Carlos de Bariloche la exploración  y explotación de las sustancias minerales comprendidas en la primera categoría conforme la descripción  del artículo 3°, inciso a) del Código de Minería de la Nación.



	Art.  2°)
	Comuníquese. Publíquese en el Boletín Oficial. Tómese razón. Cumplido, archívese.


“Donar órganos, tejidos y sangre es donar Vida”
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